	Fecha
	11 de agosto de 1988
	Sesión número
	63

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Fernando Sancho Villalta

	Tutelado: Marco Tulio Fallas Ceciliano

	Recurrido: Alcaldía Primera Civil y de Trabajo de Pérez Zeledón

	Objeto del recurso: El recurrente impugna el “arresto” del tutelado, alegando que ese tipo de pena ya no existe en el ordenamiento jurídico costarricense.

	Respuesta del recurrido: Contra el recurrente hay auto de procesamiento y prisión preventiva por asociación ilícita, favorecimiento de evasión y otros.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (detención justificada).


N° 63
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del once de agosto de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente); Cervantes, Chacón, Rodríguez, Zamora, Fernández, Arce, Ramírez, Guzmán, Houed y González. 
Artículo VI
Seguidamente se conoce del recurso de Hábeas Corpus que el licenciado FERNANDO SANCHO VILLALTA planteó a favor de MARCO TULIO FALLAS CECILIANO, por estimar que “la detención de su defendido se fundamenta en una pena de arresto que en la actualidad no resulta aplicable en ningún proceso, por estar suprimida de la legislación represiva”.
La licenciada Ana María Picado Brenes, Alcaldesa Primera Civil y de Trabajo de Pérez Zeledón, informó que la privación de libertad del señor Fallas Ceciliano tiene fundamento en la sentencia que se dictara en su contra en la sumaria que se le siguió por infracción a la Ley de Juegos Prohibidos, pronunciamiento que a la fecha se halla firme.

En efecto, por sentencia de las trece horas del veintidós de junio de este año, la señora Alcaldesa Primera de Pérez Zeledón condenó al señor Fallas Ceciliano a sesenta días de prisión, pena que a tenor de lo que dispone el artículo 5° de la Ley de Juegos es inconmutable.

Discutido el asunto, se resolvió: declarar sin lugar el Hábeas Corpus, ya que la privación de libertad del señor Fallas Ceciliano tiene fundamento en la sentencia dictada en su contra en el asunto que se indicó, y por ello no puede considerarse que la privación de su libertad sea ilegítima.

Por último, cabe advertir que el artículo 13 de la Ley N° 4891 de 8 de noviembre de 1971 (Ley para Regular la Aplicación del Nuevo Código Penal) establece que, en lo que fueren aplicables, regirán las disposiciones contenidas en el artículo 437 del Código Penal de 1941, o sea, en lo que interesa, que “las penas preceptuadas por leyes especiales vigentes para delitos o cuasidelitos no previstos en este Código, seguirán aplicándose, en cuanto a su duración”… y esa es precisamente la situación que se presenta con la Ley de Juegos Prohibidos, que resulta aplicable para los efectos al caso en examen.
